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Poder empresario, captura del Estado y 
políticas públicas

Beatriz de Anchorena 1

1. Introducción

Pensar hoy el Estado de los próximos años nos obliga a reflexionar sobre la dinámica de 
la relación entre el poder político y las empresas, ya sean éstas grandes firmas nacionales, 
multinacionales o asociaciones empresarias. El tipo de relación que se establece entre el 
Estado y los empresarios refleja diferentes formas de transitar el camino hacia el desa-
rrollo. Como el Estado tiene una función performativa sobre las prácticas empresariales 
es importante considerar una diversidad de dispositivos a la hora de diseñar las políticas 
públicas. El mensaje a los empresarios debe ser claro y ordenador de las expectativas y 
prácticas, tanto para la atracción de inversiones privadas, la conformación de ámbitos de 
concertación, la elaboración participada de normas, como también en los procesos de 
adjudicación e implementación de las obras públicas.

A fin de situar el análisis, resulta esclarecedor partir del concepto de autonomía para 
dar cuenta del conflicto o puja en términos de la producción de políticas públicas. La 
autonomía estatal refleja la correlación de fuerzas en términos de los recursos de poder 
que ponen en juego, por un lado, el Estado y, por otro, la elite económica. De esta forma 
la podemos definir como el vector resultante de la relación entre las capacidades estata-
les y el poder empresario (de Anchorena, 2017). En este sentido la autonomía nunca es 
absoluta, e implica siempre algún tipo de negociación que impacta en mayor o menor 
capacidad del Estado para definir estrategias y objetivos de acción, ejecutar políticas, 
captar y asignar recursos (Vilas, 2005).

Si aspiramos a que el Estado dirija y lidere un proceso de desarrollo inclusivo, necesita-
mos, por un lado, fortalecer las capacidades estatales y, por el otro, incidir en las prefe-
rencias empresarias para procurar inversiones, generar más y mejor empleo y producir 
nuevas tecnologías.

Sin embargo, la tarea no resultará fácil ya que las grandes empresas concentran incon-
tables recursos para influenciar, condicionar y vetar las políticas públicas que podrían 
perjudicarlas, poniendo en jaque la autonomía estatal.

En este texto analizaremos las formas en que las empresas ejercen influencia en las po-
líticas públicas. Para ello resulta de interés examinar el poder empresario –estructural e 
instrumental–. El poder estructural entendido como la capacidad del capital de con-
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dicionar las políticas del Estado a través de sus inversiones o desinversiones y el poder 
instrumental referido a la acción política empresaria para influir sobre el Estado a través 
de una variedad de dispositivos de incidencia pública.

En segunda instancia abordaremos el tema de captura del Estado, es decir esa zona gris 
donde la influencia empresaria se torna en cooptación de la decisión pública. El pro-
blema de la captura se origina en la tensión entre democracia y mercado, cuando las 
políticas públicas terminan respondiendo a los intereses empresarios más que a las pre-
ferencias ciudadanas. 

Finalmente se proponen dispositivos para transparentar la relación Estado / empresas 
y dotarla de mecanismos que permitan una sinergia positiva para diseñar ámbitos de 
concertación que generen un acuerdo social para el desarrollo.

2. Poder empresario

“Si me siguen molestando, bajo la palanca de Vaca Muerta y me voy a otro país”, dejó 
trascender Paolo Rocca cuando fue citado a declarar por la causa de corrupción en la 
obra pública “Cuadernos”2. La frase, una clara amenaza de desinversión del ceo del Gru-
po Techint, es un ejemplo de poder empresario estructural. 

Para explicar la influencia empresaria en el Estado, la ciencia política conceptualizó dos 
tipos de poder empresario: el poder estructural y el poder instrumental. Distinguirlos 
resulta fundamental para identificar los medios y los mecanismos de acción política em-
presaria y las variedades de captura del Estado.

Como señalara oportunamente Charles Lindblom (1991 [1980]) los empresarios votan 
dos veces: como ciudadanos y con su poder económico: “parece como si dos procesos de 
control muy separados operaran sobre los funcionarios del gobierno: el control electoral 
normal (votos, grupos de interés) y el control empresarial” (1991:100). Para este autor, 
el papel privilegiado de la empresa privada en el mercado le permite ejercer un control 
inusual, en clase y grado, sobre el proceso de políticas gubernamentales. La acción de los 
empresarios, haciendo uso de su poder, puede inducir el descontento ciudadano, provo-
car el desorden generalizado e incluso hacer caer gobiernos.

El poder estructural empresario fue un tema de debate en los 70 desde los círculos mar-
xistas entre cientistas sociales como Poulantzas, Block y Miliband, y también desde los 
pluralistas como Lindblom3. El poder estructural está dado por el carácter privilegiado 
del empresariado, ya que es un actor fundamental para la creación de riqueza en una 
economía capitalista. Como el nivel de inversión determina el crecimiento económico, 
la amenaza siempre latente de desinversión (exit) ejerce una considerable influencia en 
las decisiones políticas de los gobernantes (Lindblom, 1991). 

2  https://www.perfil.com/noticias/politica/la-amenaza-de-paolo-rocca-a-la-justicia-que-revelo-romina-manguel.
phtml
3  Sin embargo, durante los 80, el concepto perdió relevancia y el empresariado volvió a ser considerado un grupo 
de interés más como cualquier otro, y renació a partir de la crisis financiera del 2008 (Culppeper, 2015).
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Las definiciones convencionales de poder estructural en la ciencia política subrayan el hecho 
de que el capitalismo requiere inversión privada, y que los gobiernos en las democracias capi-
talistas dependen, por lo tanto, de crear las condiciones bajo las cuales los tenedores de capital 
estarán dispuestos a invertir. Por lo tanto, el poder estructural del capital implica la depen-
dencia del Estado de los inversores privados. En una economía abierta, esta noción de poder 
estructural a menudo se reformula, y la desinversión toma la forma de salida del capital de la 
economía doméstica, presumiblemente para invertir en países con un entorno regulatorio o 
fiscal más propicio. Ya sea en las formulaciones de economía abierta o cerrada, sin embargo, la 
constante del poder estructural es que se percibe como una calle de sentido único: los tenedo-
res de capital ejercen poder sobre los políticos que manejan el Estado en virtud de que estos úl-
timos dependen para su éxito del primero (Culpepper, 2015: 397-398. La traducción es propia).

De acuerdo con esta visión, una buena parte de las políticas de los gobiernos en una 
sociedad capitalista están condicionadas por las decisiones discrecionales de los empre-
sarios: 

Los políticos tienen que asegurar la inversión, y la inversión está en gran medida a discreción 
de los propietarios de capital privado. Independientemente de quién gane las elecciones en 
las democracias capitalistas, los tenedores del capital podrán sabotear la política del gobierno 
simplemente sentándose sobre su dinero, en lugar de invertirlo (Culpepper, 2015: 392. La tra-
ducción es propia).

En la literatura sobre poder empresario, el poder estructural es contrastado con el poder 
instrumental, el cual refiere a la acción política empresaria para influir sobre el Estado. 
Las empresas consolidaron una serie de mecanismos para incidir en las políticas pú-
blicas a través de asociaciones empresarias, lobby, financiamiento de partidos políticos, 
redes & vínculos informales, designación de empresarios en el gobierno y corrupción 
(Schneider, 2010). Estas acciones incluyen la participación en diversas formas de acción 
colectiva, tanto dentro como fuera de la arena de las políticas públicas. Asimismo, estos 
dispositivos se potencian con recursos del empresariado, como por ejemplo la cohesión 
(capacidad para la acción colectiva), el expertise, el acceso a medios de comunicación y 
las contribuciones financieras. 

El poder instrumental implica acciones políticas organizadas desde el ámbito empre-
sario, en cambio, el poder estructural no requiere de organización o capacidad para la 
acción política, sino que ante una política pública el mercado coordina reacciones en la 
arena económica: desinversión, fuga de capitales o una producción decreciente. 

Si bien estas dos dimensiones del poder empresario se distinguen analíticamente, es di-
fícil separarlas en la práctica. Por ejemplo, si una decisión política se toma para no subir 
impuestos, puede ser tanto por la expectativa de potenciales desinversiones (poder es-
tructural) o acaso porque el lobby empresario fue particularmente persuasivo sobre los 
efectos de la desinversión (poder instrumental). En general, se ha demostrado que el 
empresariado es más efectivo cuando ambos poderes –el estructural y el instrumental– 
son fuertes (Culpepper, 2015; y Fairfield, 2015). 

La acción empresaria vinculada a cuestiones impositivas nos brinda ejemplos signifi-
cativos para ilustrar tanto el poder estructural como el instrumental. El gobierno de 
Cambiemos, en el año 2017, propuso al poder legislativo un proyecto de ley de reforma 
impositiva dentro de la cual se planteó una suba de las alícuotas a las bebidas azucaradas, 
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a los vinos y a la cerveza. Estos tres sectores productivos encararon la negociación con 
el sector público de formas diferenciadas. Dos de ellos lograron, a través de diferentes 
mecanismos de influencia en las políticas públicas, que el gobierno diera marcha atrás. 

En el caso de las bebidas azucaradas, la empresa Coca Cola simplemente dejó trascender 
que -por decisiones tomadas en la casa matriz de Atlanta, Estados Unidos- frenaría la 
inversión de US$ 1.000 millones prevista para el periodo 2017-2020 y que dejarían de 
comprar jugos de frutas en Argentina.4 Ante esta demostración de poder estructural, el 
gobierno quitó del proyecto de ley el aumento a las bebidas azucaradas.

En el caso de los vinos, la estrategia de los productores fue diferente. Las asociaciones 
empresarias5, junto a los gobernadores de Mendoza y San Juan, hicieron lobby sobre el 
poder ejecutivo para rechazar el proyecto. Finalmente, el gobierno dió marcha atrás y 
excluyó taxativamente a los vinos del aumento de impuestos internos a los que sometió 
al resto de las bebidas alcohólicas.

En el caso de la cerveza, la ley contempla un aumento del 8 al 14% salvo para las arte-
sanales que permanece en 8% (sin cambios). La negociación fue llevada adente por la 
Cámara Cerveceros Argentinos, incluyó amenzas de desinversión y diversas acciones de 
lobby. A pesar de que en un momento se habló de una suba menor (sólo dos puntos), el 
gobierno finalmente no cedió y la reforma se llevó adelante como estaba planteada en el 
proyecto original. 

En el campo del poder instrumental, las elites económicas llevan adelante sus acciones 
políticas dentro de la arena formal de formulación de políticas públicas –en general el 
poder ejecutivo o legislativo–, pero a veces también emprenden la acción colectiva por 
fuera, participando en protestas. 

Un ejemplo de protesta empresaria es el conflicto agropecuario argentino, a partir del 
lockout de las patronales agropecuarias, que se extendió por 129 días en el otoño de 
2008 (de Anchorena, 2017). La disputa se caracterizó por un descomunal despliegue 
de poder instrumental empresario a través de diversos dispositivos: constitución de la 
Mesa de Enlace y acción colectiva, lobby legislativo, convergencia con partidos políticos 
opositores al gobierno, creación del Foro de Convergencia Empresaria. Si bien resultó 
central la acción colectiva ampliada, fundamentalmente el lockout y la movilización de 
los productores de base que empoderaron y legitimaron a las corporaciones agropecua-
rias con poder político para incidir en el derrotero de la Resolución 125, la característica 
más sobresaliente del conflicto está dada por la emergencia de un nuevo actor político: 
de la idea de utilizar la acción corporativa para defender su rentabilidad, el sector agro-
pecuario se constituyó en punta de lanza de la oposición política para imponer un nuevo 
modelo de desarrollo. En este contexto, las asociaciones corporativas acumularon en el 
campo político electoral cuando fueron elegidos 11 “agrodiputados” en 2009, aunque no 

4  https://www.clarin.com/economia/reforma-tributaria-coca-cola-retrocede-confirma-plan-inversiones_0_rypXch-
vyz.html
5  Se trata de emprearios chicos y medianos que se reunen en diversas asociaciones empresarias: Bodegas 
Argentinas, Unión Vitivinícola Argentina, Asociación de Cooperativas Vitivinícolas Argentinas (Acovi), Federación 
de Cámaras Vitícolas, Corporación Vitivinícola Argentina (Coviar), Fondo Vitivinícola de Mendoza, Asociación de 
Viñateros de Mendoza, y Viñateros y Bodegueros Este.
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lograron incidir en las políticas agropecuarias ni ganaron espacios de decisión dentro 
del gobierno y consecuentemente no obtuvieron soluciones a sus demandas sectoriales. 

En este marco, a partir del análisis del poder empresario y sus mecanismos de influencia 
se derivan una variedad de modos de captura del Estado por parte de la elite económica. 

Se entiende por élite económica al conjunto de directivos y/o propietarios de las grandes 
empresas que operan en los diversos sectores productivos y que – más allá del origen 
del capital (nacional, extranjero o mixto), inciden decisivamente con sus acciones en 
el proceso de acumulación de capital. También se incluyen los dirigentes de las princi-
pales asociaciones gremiales empresarias que coordinan intereses diversos para definir 
estrategias que condicionan el accionar del Estado a favor de sus objetivos y necesidades 
(Castellani, 2018).

3. Captura del Estado

Se caracteriza el concepto de captura del Estado (o captura de la decisión pública) como 
la pérdida de la autonomía estatal para formular e implementar políticas públicas. En 
este sentido, la convergencia de elites económicas y políticas produce políticas públicas 
marcadamente pro-mercado, atendiendo prioritariamente a los intereses empresarios. 
Una de las consecuencias más notorias es la pérdida de autonomía del Estado a la hora 
de diseñar e implementar políticas públicas y de ejercer controles.

La literatura académica reconoce dos grandes estrategias de captura: la captura regula-
toria y la captura cultural. La primera refiere al proceso o resultado mediante el cual la 
intervención del Estado se aleja del interés público y se acerca a los intereses empresarios 
por acción e intención del propio sector productivo beneficiado. La segunda refiere a la 
proximidad de funcionarios y empresarios que comparten un conjunto de creencias y 
visiones que permean la decisión pública favoreciendo al sector privado. En este marco, 
la captura del Estado no refiere necesariamente a una situación de ilegalidad, aunque 
puede valerse de un mecanismo como la corrupción para influenciar las políticas públi-
cas (Carpenter y Moss, 2014; Garin y Morales, 2016).

La pregunta que surge en forma inevitable es sobre la frontera entre la influencia empre-
saria y la práctica de captura del Estado, un espacio esencialmente gris. Si bien es abso-
lutamente legal peticionar e incidir antes las autoridades políticas, no resulta legítimo 
que, tanto el proceso de selección de los gobernantes como el proceso de producción de 
políticas públicas sea cooptado por actores empresarios. Es decir, prácticas empresarias 
cuya magnitud -extensión y densidad- es significativa y desvirtúa el proceso democráti-
co. A estos casos de “influencia abusiva o desmedida” por parte de la elite económica se 
los denomina captura del Estado ya que sesgan las decisiones de política pública a favor 
de las élites economicas que concentran recursos. 

 El riesgo de la captura es potencialmente más alto en sociedades desiguales como en 
América Latina y el Caribe dónde el 10% más rico de la población concentra el 68% de 
la riqueza, mientras el 50% más pobre solo accede al 3.5% (Cañete Alonso, 2018).  Esta 
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concentración de poder económico y su incidencia sobre el poder político potencia un 
poder estructural que vuelve asimétrica la relación Estado / empresas. Asimismo, la glo-
balización de la economía ha concentrado los recursos en manos de empresas trasnacio-
nales habilitando una movilidad del capital que les otorga una posición de privilegio y 
un poder “de hecho” inusitado. 

De la mano del poder empresario estructural surge una primera variedad de captura del 
Estado que se ejerce a través de la amenaza de desinversión, relocalización, disminución 
de la actividad económica con posibles consecuencias de desempleo y pobreza, logrando 
que los decisores de políticas reviertan sus propuestas de políticas públicas y regulación 
a fin de no perjudicar esos intereses empresarios que manifestaron descontento. Esta 
amenaza latente opera como fuente de disuasión de cualquier política pública que vaya 
en contra de los intereses empresarios. ¿Cuáles son estas posibles amenazas? Las ame-
nazas de “exit”: corridas bancarias, fuga de capitales, cierres de plantas para abrirlas en 
otro país y otros movimientos del capital y también amenazas de retención, como no 
liquidar divisas de exportación, no sembrar, repartir dividendos o repatriarlos en lugar 
de reinvertirlos. Esta situación refleja un Estado que no está en condiciones de perseguir 
sus objetivos legítimos porque está altamente condicionado por los poderes fácticos y 
capturado por el poder de las elites económicas. Incluso un caso extremo de poder es-
tructural sería un “golpe de mercado”.

El lobby, un conjunto de prácticas legítimas –institucionalizadas6 o informales–, podría 
utilizarse como un mecanismo de captura del Estado. Se observan prácticas más insti-
tucionalizadas en relación al Poder Ejecutivo y más informales o menos transparentes 
en relación al Poder Legislativo. En tanto el lobby en el ámbito del poder judicial se de-
sarrolla en circuitos altamente oscuros y subterráneos. El lobby se caracteriza por el in-
tercambio de información con el objetivo de incidir sobre las decisiones políticas y actos 
de gobierno. En general, estos procesos están altamente aceptados en las democracias 
modernas, aunque varían los dispositivos para su regulación y control. Si bien este meca-
nismo no genera per se captura de la decisión pública, cuando las empresas haciendo uso 
de su asimetría de poder y recursos imponen al poder político sus intereses particulares 
en desmedro del bienestar general, existe una distorsión del proceso democrático. En 
general, las cámaras empresarias homogenizan intereses entre sus empresas miembro 
y se constituyen en interlocutores válidos para los decisores públicos. Por ejemplo, si 
bien en Chile la participación de las asociaciones empresarias en el proceso político está 
institucionalizado (Schneider, 1999), prácticas de lobby legislativo han ido más allá del 
intercambio de información transformando la intermediación de intereses en una cap-
tura del Estado. Los casos de los proyectos de ley sobre impuestos a la industria minera 
(2010) y pesquera (2012/14) constituyen ejemplos de estas prácticas. En el caso de la 
minería, hay evidencias que el proyecto aprobado por el legislativo fue redactado por la 
empresa Soquimich (SQM)7. Asimismo, en el caso de la Ley de Pesca, se corroboró que 
las empresas indicaron a algunos legisladores como votar cada artículo8.
6  Las prácticas de lobby institucionalizadoasson las que desarrollan las cámaras empresarias o las mesas o 
comisiones público – privadas.
7  https://ciperchile.cl/2016/03/07/cambio-clave-de-la-ley-de-royalty-que-beneficio-a-sqm-salio-del-computador-
de-contesse/
8  https://ciperchile.cl/2017/01/23/asi-pauteo-asipes-a-la-senadora-van-rysselberghe-cuando-presidio-la-comi-
sion-de-pesca/
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El nombramiento de empresarios en el Estado –en una magnitud y proporción impor-
tante– es uno de los mecanismos de captura más utilizados. Se manifiesta en un Estado 
colonizado por ceos, ex directivos de empresas y corporaciones que pasan de un lado 
del mostrador al otro para tomar decisiones de política pública en cuestiones donde sus 
responsabilidades como funcionarios se confunden con sus intereses privados y corpo-
rativos. La preocupación por los conflictos de interés y la captura de la decisión pública 
que puede derivarse de la ocupación simultánea o diacrónica de distintas posiciones es-
tratégicas en el mundo político y corporativo/empresarial, llevó al desarrollo de un cam-
po de estudios especialmente dedicado a investigar este tipo de fenómenos denominado 
“puerta giratoria”. Este concepto fue acuñado en la legislación norteamericana y refiere 
a la circulación de personas que entran o salen de altos cargos públicos desde o hacia el 
sector privado (OCDE 2009). Los ceos reclutados del sector privado por su expertise, 
conocimiento y management ven su pasaje por la función pública como algo transitorio, 
como un alto en sus trayectorias privadas, por tanto, muchas de las decisiones públicas 
que toman tienen una gran identificación con el mundo privado, lo que produce una 
opción clara por las preferencias empresariales en tensión con el bien común y la demo-
cracia. 

La Argentina de Cambiemos constituye un buen ejemplo de este mecanismo (Cane-
lo, Castellani y Gentile 2018)9. El primer gabinete (2015/2016) se conformó en un 31% 
(108/351) de ceos o gerentes en el sector privado y en un 11% (40/351) por dirigentes de 
las principales corporaciones empresarias y en el 22% (78/351) fueron casos de directos 
de puerta giratoria. En el segundo gabinete – marzo 2018– las posiciones jerárquicas se 
redujeron de 351 a 284 pero la presencia de los ex ceos se eleva del 31% al 36% y los casos 
directos de puerta giratoria pasan del 22% al 38%.

Finalmente, el mecanismo de corrupción es el dispositivo de captura que incluye la com-
pra directa de decisiones de gobierno y, al contrario de otras variedades de captura, se 
trata de un accionar ilícito. Académicos como Daniel García Delgado (2018) distinguen 
la corrupción clásica –soborno, cartelización de la obra pública y financiamiento de la 
política– de la estructural –puerta giratoria, fuga de capitales, sociedades offshore, acu-
mulación por desposesión (apropiación de bienes públicos para intereses privados)– a 
fin de ampliar y actualizar el concepto. De todas maneras, la compra de las decisiones 
públicas por parte del sector privado continúa siendo uno de los mecanismos utilizados 
de captura el Estado, que necesita de procesos judiciales con sentencia firme para elabo-
rar evidencia empírica. Esta modalidad como forma de captura del Estado fue estudia-
da tempranamente por el Banco Mundial a través de estudios liderados por Hellman y 
Kaufmann (2001) sobre las transiciones democráticas del este europeo. En este caso, la 
captura del Estado fue definida (p.31) “como los intentos de las empresas en influir en 
la formulación de leyes, las políticas y la reglamentación del Estado a cambio de pagos 
ilícitos –con carácter privado– a los funcionarios públicos”.

Vinculado con el punto anterior, resulta conveniente analizar la modalidad de relación 
de las empresas con los partidos políticos. El financiamiento de partidos políticos por 
9  El estudio realizado en marzo 2016 y marzo 2018 analizó el perfil de los individuos que fueron designados para 
ocupar las más altas posiciones jerárquicas (351 posiciones en total, N: 351). Se analizaron los cargos de minis-
tros, secretarios, subsecretarios y posiciones equivalentes.
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parte de empresas constituye un punto controversial ya que permitiría al capital no solo 
intervenir en la selección de los candidatos de los partidos políticos sino condicionar la 
propuesta de políticas públicas. El financiamiento privado también puede profundizar la 
desigualdad de las condiciones de la competencia electoral. Si bien se considera que las 
elites económicas deben participar de partidos políticos, contribuyendo a la estabilidad 
democrática, lo pueden hacer a título personal y no en términos de personas jurídicas ya 
que los derechos ciudadanos son atributos de las personas y no de las empresas. De to-
das maneras, asegurar la trazabilidad de las contribuciones dinerarias tanto de empresas 
como de sus ceos resulta fundamental para garantizar la transparencia de la política. En 
muchos casos el financiamiento ilegal de la política va de la mano de los casos corrup-
ción como en el caso de Odebrecht en varios países latinoamericanos.   

Algunas reflexiones para opciones futuras

Pensar hoy el Estado de los próximos años nos lleva a imaginar dispositivos para pre-
venir la captura del Estado. Los mecanismos institucionales para impedir prácticas de 
captura de la decisión pública que recomiendan la OCDE y Transparencia Internacional 
incluyen códigos de ética y conducta, regulación de la puerta giratoria y el lobby, fortale-
cimiento de los organismos de control del Estado, desarrollo de la carrera administrativa 
y formación del empleo público.

De todas formas, más allá de las soluciones de corte institucionalistas, es ineludible re-
pensar la construcción de una relación virtuosa con el sector empresario que genere 
inversiones y desarrollo. 

La propuesta de la ex-presidenta Cristina Fernández (2019) sobre la necesidad de un 
gran Acuerdo Social es una invitación a repensar el Estado del futuro, los nuevos acuer-
dos institucionales y dispositivos para la producción de políticas públicas. En sus propias 
palabras (2019:594)

“ Se requiere (…) un nuevo y verdadero contrato social con derechos pero también con obliga-
ciones, cuantificables, verificables y sobre todo exigibles y cumplibles. Un contrato que no solo 
abarque lo económico y social, sino también lo político e institucional. Hay que volver a orde-
nar todo, pero no en el viejo orden, sino en algo nuevo, distinto y mejor de lo que tuvimos. ”

Pensar algo distinto en la relación del Estado con la elite económica constituye un gran 
desafío. Por un lado, no se puede continuar sosteniendo un Estado constantemente con-
dicionado por los poderes fácticos –bailando al ritmo de la sociedad civil diría O´Don-
nell (1977)–. Tampoco podemos pensar un Estado que toma decisiones de política pú-
blica sin consultar a los actores estratégicos involucrados. El Estado no es un actor más 
en un modelo de gobernanza que tiende a igualar el peso político de los participantes. 
El Estado es un actor estratégico que materializa una relación de poder asimétrica con el 
resto de los actores del sistema político, incluso con el poder empresario. No están en pie 
de igualdad ya que uno encarna el bien común y el otro intereses particulares o sectoria-
les.  El Estado es el resultado de relaciones sociales, de luchas y acciones pasadas, pero 
también de estrategias y opciones vigentes (Jessop, 2008). 
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En este marco, podemos plantear tres grandes objetivos: a) un gran Acuerdo de Trans-
parencia que se manifieste en una nueva Ley de Ética Pública y nueva institucionalidad 
de la Oficina Anticorrupción, b) un Observatorio Social de la Obra Pública con amplia 
participación de la sociedad civil para el monitoreo de la adjudicación e implementación 
de proyectos de inversión pública y la prestación de servicios públicos y, finalmente, c) 
un Pacto Social que genere reciprocidad en la promoción de sectores económicos a fin 
de direccionar el desarrollo. 

En el primer caso, además de regular los conflictos de interés y la puerta giratoria, resulta 
necesario institucionalizar la prohibición de asumir cargos de responsabilidad política 
a quienes hayan tenido comportamientos lesivos a los intereses nacionales: evasión im-
positiva, litigantes contra el Estado argentino en tribunales internacionales, integración 
de sociedades offshore. Un Acuerdo de Transparencia deberá será acompañado por una 
formación continua en ética pública y transparencia de forma coordinada con las admi-
nistraciones públicas de Nación, provincias y municipios. Respecto a la regulación del 
lobby, un punto central lo constituye el principio de corresponsabilidad empresas/Estado 
a fin de hacer más efectivo el registro público de audiencias. De este modo, sería impor-
tante invitar a las empresas y organizaciones empresariales –que cuentan con códigos 
de ética, políticas de responsabilidad social, informes o memorias de sostenibilidad y 
normas anticorrupción (compliance)– a desarrollar un registro público de las audiencias 
que mantienen con autoridades ejecutivas, lesgislativas y judiciales a fin de dotar de ética 
y transparencia su gestión empresarial. Asimismo, se considera oportuno analizar una 
nueva institucionalidad de la Oficina Anticorrupción como parte del fortalecimiento 
general del control de la gestión pública.

Respecto a la inversión pública, se considera necesario impulsar una auditoría completa 
y promover su transparencia a través de la planificación territorial, el monitoreo social 
y nuevos sistemas de información. La implementación de un Observatorio Social de la 
Obra Pública a fin de gestionar un monitoreo externo resulta primordial a fin de otorgar 
legitimidad social a la inversión pública. Para ello se considera el desarrollo de tecno-
logías y dispositivos para instrumentar la participación de Observadores No Estatales 
tanto en el proceso de planificación, adjudicación como de implementación de la obra 
pública. 

En tercer lugar, resulta necesario que la intervención del Estado, en la orientación del 
desarrollo, sea instrumentada bajo los principios de reciprocidad, transparencia y au-
tonomía estatal. La reciprocidad implica que, a cambio de los subsidios, el Estado exige 
directamente de las empresas metas o normas de desempeño, es decir contraprestaciones 
empresariales concretas y medibles. Schneider (1999) recomienda distinguir cuatro eta-
pas o facetas de la reciprocidad: metas, supervisión, sanciones y transparencia.  El disci-
plinamiento, en el marco de la reciprocidad, es fundamental para que el enraizamiento 
del Estado con el sector empresarial funcione en términos de generación de desarrollo. 
Si la autonomía enraizada requiere de capacidad burocrática, la reciprocidad demanda 
–además– capacidad de disciplinamiento. 
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